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LEGITIMACIÓN POR ACTIVA - Analizadas las pruebas aportadas al plenario, se tiene que el derecho de petición que se reprocha desatendido, fue impetrado por Luis Alfonso Páez Trujillo en calidad de apoderado de la señora Marina Nelly Acosta de Osorio,  para lo cual estaba legitimado, conforme da cuenta el poder que obra a folio 8 del expediente. 

En ese entendido, no existe duda que la titular del derecho de petición es la señora Marina Nelly Acosta de Osorio, por lo tanto, es la única legitimada para iniciar la presente acción, bien a nombre propio o a través de su procurador judicial.

No obstante lo expuesto, la tutela fue presentada por el  doctor Luis Alfonso Páez Trujillo, abogado de la peticionaria en el trámite administrativo que adelanta con miras a obtener el reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes, situación que por sí sola impide atender el fondo del asunto, no sólo porque, como ya se dijo, no es el titular del derecho cuya protección se reclama, sino porque no obra en el proceso el poder otorgado por la señora Acosta de Osorio para representarla en este asunto.

Además, si en gracia de discusión se obviase la irregularidad advertida y se entendiera al accionante como un agente oficioso, lo cierto es que tampoco por esa vía resulta procedente la tutela, pues no existe ningún elemento de juicio que permita inferir la imposibilidad que tiene la titular del derecho de acudir por sus propios medios ante la jurisdicción constitucional.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cuatro de agosto de dos mil diecisiete
Acta N°_____de 4 de agosto de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela propuesta por el señor LUIS ALFONSO PAEZ TRUJILLO contra el GRUPO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL EJÉRCITO NACIONAL.
ANTECEDENTES

Indica el señor Páez Trujillo, que en calidad de apoderado de la señora María Nelly Acosta, el día 24 de abril de 2017 solicitó ante el Grupo de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes causada por la muerte del joven Hugo Nelson Osorio Acosta, hijo de su poderdante, quien falleció estando en servicio activo como soldado profesional del Ejército Nacional.
Refiere que hasta la fecha no ha sido atendido el requerimiento y por ese motivo reclama la protección del derecho de petición, así como una pronta respuesta.
TRAMITE IMPARTIDO

La acción de tutela fue admitida contra el Ministerio de Defensa Nacional - Ejército Nacional – Grupo de Prestaciones Sociales, entidad a la que le fue concedido el término de dos (2) días para vincularse a la litis, los cuales trascurrieron en silencio.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:
¿Se encuentra legitimado el actor para reclamar la protección del derecho fundamental  de petición? 
Antes de entrar a resolver el problema jurídico planteado, es del caso indicar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA
La legitimación por activa en materia de tutela es nada más y nada menos que la correspondencia entre la titularidad de las garantías fundamentales y el sujeto que reclama la protección.  No obstante, no es necesario que el titular interponga él mismo el amparo, pues existen medios procesales válidos a través de los cuales puede acudir a la jurisdicción constitucional a través de un tercero.  Ese tercero, en palabras de la Corte Constitucional, debe tener cualquiera de las siguientes calidades:

“(…) (i) representante del titular de los derechos, (ii) agente oficioso, o (iii) Defensor del Pueblo o Personero municipal. En específico: (i) representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra el apoderado judicial (en los demás casos). Para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo. (ii) Como agente oficioso puede obrar un tercero ‘cuando el titular de los mimos [es decir, de los derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud’”.  SU-377-2014.

Vale la pena resaltar que el que se exija una serie de requisitos mínimos de procedibilidad como lo es la legitimación por activa, no se opone a la informalidad que la ley ha previsto para este tipo de acciones. Por ejemplo, respecto a la iniciación de la acción de tutela por medio de apoderado judicial, la Corte Constitucional en Sentencia T-417-13 sostuvo:
“La Corte, en reiterados fallos, ha señalado los elementos del apoderamiento en materia de tutela, así: (i) acto jurídico formal que se concreta en un escrito, llamado poder, el cual se presume auténtico; (ii) tratándose de un poder especial, debe ser específico, de modo que aquel conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende otorgado para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial; (iii) el destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional. Es decir, la legitimación por activa se configura si quien presenta la demanda de tutela acredita ser abogado titulado y se anexa el respectivo poder especial, de modo que no se puede pretender hacer valer un poder otorgado en cualquier proceso para solicitar el amparo constitucional.”
Respecto a la legitimación por activa cuando el derecho afectado es el de petición, ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que “(…) el único legitimado para perseguir su protección judicial en caso de vulneración (ausencia de respuesta, respuesta inoportuna, respuesta incompleta, respuesta evasiva etc.) será aquél que en su oportunidad haya presentado el escrito de petición. De tal forma que la titularidad o el derecho subjetivo de petición nace a la vida jurídica al momento en que la persona por su cuenta o a su nombre presenta petición ante la autoridad o el particular; ya en el evento de insatisfacción o de presunta vulneración del derecho, solamente el signatario estará legitimado para promover, tanto los trámites administrativos (recursos, silencios administrativos), como las diversas acciones judiciales (nulidad y restablecimiento, tutela), según el caso ” T-817-2002-.

3. CASO CONCRETO

Analizadas las pruebas aportadas al plenario, se tiene que el derecho de petición que se reprocha desatendido, fue impetrado por Luis Alfonso Páez Trujillo en calidad de apoderado de la señora Marina Nelly Acosta de Osorio,  para lo cual estaba legitimado, conforme da cuenta el poder que obra a folio 8 del expediente. 

En ese entendido, no existe duda que la titular del derecho de petición es la señora Marina Nelly Acosta de Osorio, por lo tanto, es la única legitimada para iniciar la presente acción, bien a nombre propio o a través de su procurador judicial.

No obstante lo expuesto, la tutela fue presentada por el  doctor Luis Alfonso Páez Trujillo, abogado de la peticionaria en el trámite administrativo que adelanta con miras a obtener el reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes, situación que por sí sola impide atender el fondo del asunto, no sólo porque, como ya se dijo, no es el titular del derecho cuya protección se reclama, sino porque no obra en el proceso el poder otorgado por la señora Acosta de Osorio para representarla en este asunto.

Además, si en gracia de discusión se obviase la irregularidad advertida y se entendiera al accionante como un agente oficioso, lo cierto es que tampoco por esa vía resulta procedente la tutela, pues no existe ningún elemento de juicio que permita inferir la imposibilidad que tiene la titular del derecho de acudir por sus propios medios ante la jurisdicción constitucional.
Lo anterior resulta suficiente para declarar la improcedencia de la presente acción constitucional, por falta de legitimación en la causa por activa.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela instaurada en contra del MNISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL- GRUPO DE PRESTACIONES SOCIALES por el señor LUIS ALFONSO PAEZ, por falta de legitimación en la causa por activa.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES    OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO




                 Secretario
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